El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD / DEBE DE AGOTAR EN EL RESPECTIVO PROCESO LOS RECURSOS ORDINARIOS / CASO: EL INTERESADO NO RECURRIÓ LA DECISIÓN AHORA IMPUGNADA.
La Corte Constitucional, en sentencia C-543 de 1992, declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:

“(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable; (…)”
En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. (…)
Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, los ejecutados no formularon recurso alguno contra la decisión por medio de la cual se inadmitió la solicitud que formularon para obtener se abstuviera de adjudicar el bien rematado y se fijara nueva fecha para practicar la respectiva diligencia. Es decir, dejaron de emplear el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.
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Acta No. 606 del 3 de diciembre de 2019

Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00711-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por los señores Juan Fernando Penagos Vargas y Luz Dary Molina Sánchez contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados los señores Israel Ángel Valencia Jaramillo y Francisco Javier Zuluaga Espinal.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de los accionantes los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante proveído del 30 de agosto de este año, el Juzgado Quinto Civil del Circuito programó fecha para la diligencia de remate del bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-149851, dentro del proceso ejecutivo adelantado por los señores Israel Ángel Valencia Jaramillo y Francisco Javier Zuluaga Espinal contra los aquí accionantes.
1.2 Según la constancia secretarial suscrita por la auxiliar judicial III de ese despacho judicial “en la fecha se acerco (sic) el Sr. Luis Alberto Aguirre Quintero… quien presenta un sobre con una grapa, el cual abrí para tomar el recibido en el memorial, al percatase el despacho de que se trata de una postura de remate que será celebrado el 12 de noviembre de los cursantes dentro del proceso radiado (sic) 2017-0177, de manera inmediata se le pone en conocimiento de esta situación al señor Luis Alberto, a quien se le solicita que selle el sobre con pegante que fue suministrado por la secretaria (sic) y en el acto lo hace”.

1.3 El 12 de noviembre último, a las 7:30 de la mañana, se dio inicio a la audiencia de remate y a las 8:45 de ese mismo día se presentó escrito en el que se consignaron las causales que invalidan esa diligencia, referidas a que una vez se radican los sobres que contienen las posturas de subasta, estos solo pueden ser abiertos al momento de la apertura de la audiencia, razón por la cual el proceder de la mencionada empleada, vicia de nulidad las actuaciones realizadas con posterioridad.

1.4 De acuerdo con el acta que de la diligencia de remate se levantó, la funcionaria accionada advirtió aquella situación, empero no declaró de oficio la nulidad del trámite, con sustento en que nadie había tenido conocimiento del actuar de la funcionaria de su despacho. No obstante, teniendo en cuenta que esa circunstancia se ejecutó en lugar en el que existe atención al público, se desconoce si de ello obtuvo información algún tercero interesado en el remate y quien pudiese haber formulado una mejor oferta, que no desmejorara los intereses de los aquí demandantes.
1.5 Por auto del 13 del mencionado mes, se despachó desfavorablemente la solicitud de nulidad, con el argumento de que esa petición había sido formulada de manera extemporánea.   
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección, solicita se ordene a la funcionaria accionada dejar sin efectos la diligencia de remate.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 20 de noviembre se admitió la acción, se decretaron pruebas, se ordenó, como medida provisional, la suspensión de la aprobación del remate y se dispuso la vinculación de los señores Israel Ángel Valencia Jaramillo, Francisco Javier Zuluaga Espinal y Luis Alberto Aguirre Quintero, los dos primeros quienes figuran como partes en el proceso en que encuentran los actores lesionados sus derechos y el último quien presentó el escrito que contiene la postura para el remate a que se hace referencia en los hechos de la tutela.
2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado adujo que en este caso no concurre irregularidad alguna, ya que en términos generales los empleados de los despachos deben realizar un examen preliminar de los escritos radicados y por ello, cuando vienen dentro de un sobre,  deben abrirlo para estampar el sello de recibido. Una de las excepciones a esa regla son las posturas para almoneda, pero en estos casos, el sobre que la contiene debe indicar con claridad que en su interior hay una oferta para remate y debe estar debidamente sellado. Sin embargo, el que fue allegado al despacho carecía de inscripción en ese sentido, solo tenía una grapa y quien lo radicó ni siquiera anuncio qué contenía. Al advertir que se trataba de una postura para un remate, inmediatamente se adoptaron los correctivos de rigor para evitar que ella fuera conocida por terceras personas. De todas formas, el único que pudo resultar agraviado con esa situación fue el postor y no los demandados, a quienes, por el contrario, podría beneficiarles ya que para hacerse otra oferta, esta debía mejorarla, pues no se presentaría una menor, a sabiendas de que malograría la subasta. 
Agregó que al margen de esas circunstancias, el amparo es improcedente ya que frente al proveído del 13 de noviembre de este año, mediante la cual se resolvió desfavorablemente la solicitud presentada por los ejecutados, dirigida a obtener se repitiera la diligencia de remate, no se formuló recurso alguno. Es decir, se dejaron de utilizar los medios ordinarios para debatir lo que se plantea por esta vía constitucional. Por tanto, dijo, se incumple el presupuesto de subsidiariedad.  

2.2 Los señores Israel Ángel Valencia Jaramillo y Francisco Javier Zuluaga Espinal, por intermedio de apoderada, manifestaron: a) según la constancia suscrita por la empleada del juzgado accionado la entrega, apertura y sello del sobre que contenía la postura para el remate, se llevó a cabo en cuestión de segundos y sin poner en conocimiento el monto de la oferta. Además, ese despacho garantizó la custodia del caso, motivo por el cual, se corrigió cualquier vicio que pudiera anular la diligencia; b) ningún otro postor manifestó su interés en la almoneda; c) en el proceso y en la diligencia de remate como tal, se garantizaron los derechos de las partes; d) el proceder de los ejecutados siempre se ha dirigido a dilatar el trámite procesal y e) no se agotaron los recursos ordinarios, lo que convierte a la acción en improcedente.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para obtener se ordene a la funcionaria accionada realizar una nueva diligencia de remate, teniendo en cuenta las supuestas irregularidad cometidas al momento de recibir la única postura realizada. De serlo, se analizará si en la actuación surtida por ese despacho judicial se vulneraron derechos fundamentales que sea menester proteger.
3. La Corte Constitucional, en sentencia C-543 de 1992, declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:
“(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes:
“7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”

No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas allegadas al expediente, demuestran los siguientes hechos:

4.1 El 12 de noviembre pasado se llevó a cabo diligencia de remate en la que se resolvió adjudicar el bien embargado en el proceso ejecutivo adelantado contra los aquí accionantes, al único postor que fue el ejecutante Israel Ángel Valencia Jaramillo. 
Antes de ello, la funcionaria accionada advirtió que de conformidad con la constancia suscrita por la asistente judicial III, esa oferta fue recibida en sobre cerrado con un único gancho, el cual fue abierto para imprimirle el sello de recibido al memorial que se encontraba en su interior, mas al percatarse que se trataba de una postura para remate se le pidió a la persona que lo entregó, sellarlo completamente, a lo cual procedió enseguida. Esa circunstancia, estimó, no causó perjuicio alguno a las partes pues nadie tuvo conocimiento del contenido de la postura, máxime que ninguna otra se presentó; es decir, no existen otras personas interesadas en la almoneda que pudieran alegar la lesión de sus derechos, circunstancia, además, que solo puede hacerse manifiesta antes del inicio de esa audiencia, lo que no ocurrió
.

4.2 Culminada la diligencia, el apoderado de los ejecutados presentó escrito en el que solicitó no materializar la adjudicación del bien y fijar una nueva fecha para el remate. Adujo que en este caso se presentaron irregularidades que afectan la validez de la almoneda, como quiera que según la citada constancia secretarial, una de las propuestas “fue entregada en sobre cerrado con grapas, mismas que procedieron a ser retiradas después de presentado y se solicitó que se cerrara siguiendo las instrucciones de un funcionario de despacho, lo cual al tenor del artículo 452 del Código General del Proceso, después de presentado, solo podrán ser abiertos transcurridos una hora del inicio de la audiencia, lo cual afecta las garantías procesales para los demandados”
.
4.3 Mediante proveído del 13 de noviembre último, la funcionaria demandada declaró inadmisible la irregularidad alegada porque de conformidad con el citado artículo 452 cualquier anomalía debe manifestarse antes de la adjudicación, presupuesto en que este caso se incumple, pues aquel escrito fue presentado a las 8:45 de la mañana del día del remate, es decir quince minutos después del momento de la adjudicación al acreedor que hizo la postura
.   

4.4 De acuerdo con lo informado por la funcionaria accionada, esa decisión no fue objeto de recurso alguno
.
5. Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, los ejecutados no formularon recurso alguno contra la decisión por medio de la cual se inadmitió la solicitud que formularon para obtener se abstuviera de adjudicar el bien rematado y se fijara nueva fecha para practicar la respectiva diligencia. Es decir, dejaron de emplear el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que dejaron de serlo por negligencia o descuido de las partes.
En conclusión, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

6. Para finalizar, la Sala procederá a declarar la falta de legitimación en la causa respecto del señor Luis Alberto Aguirre Quintero toda vez que si bien fue vinculado al trámite porque él había sido la persona que presentó la tantas veces citada postura para remate, de conformidad con la constancia que obra a folio 16, se tiene por demostrado que no es parte en aquel proceso sino que simplemente fue la persona que allegó ese escrito en nombre del postor Israel Ángel Valencia Jaramillo. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por los señores Juan Fernando Penagos Vargas y Luz Dary Molina Sánchez contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados los señores Israel Ángel Valencia Jaramillo y Francisco Javier Zuluaga Espinal.
SEGUNDO: Se levantan la medida provisional decretada en el auto admisorio de la demanda. 
TERCERO: Se declara la falta de legitimación en la causa respecto del señor Luis Alberto Aguirre Quintero.

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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